Contribución del Ecuador en relación con el cuestionario del Relator Especial sobre las formas contemporáneas de la esclavitud, incluidas sus causas y consecuencias, para la elaboración de su informe temático a ser presentado en la 54 sesión ordinaria del Consejo de Derechos Humanos, sobre “la falta de hogar como una causa y una consecuencia de formas contemporáneas de esclavitud"
Aportes del Ministerio de Inclusión Económica y Social y del Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana - Viceministerio de Movilidad Humana

2. ¿Existen pruebas de que las personas sin hogar sean explotadas en formas contemporáneas de esclavitud, como el trabajo forzoso o en régimen de servidumbre, las peores formas de trabajo infantil, la explotación sexual que puede equivaler a la esclavitud y otras formas de explotación en su país? En caso afirmativo, facilite detalles en relación con: 
a) Perfiles de las víctimas (por ejemplo, edad, sexo, identidad de género/orientación sexual, etnia, nacionalidad, estatus migratorio, estatus socioeconómico, raza y cualquier otra característica).  

b) Perfiles de los explotadores (por ejemplo, organizaciones delictivas; traficantes de seres humanos; empresas privadas/empleadores, otros); 

c) Métodos de captación de personas sin hogar, incluidos los niños en situación de calle; 

d) Manifestaciones de la explotación (por ejemplo, explotación sexual y/o explotación laboral en diversos sectores como la agricultura, el trabajo doméstico y la construcción, así como explotación delictiva (por ejemplo, mendicidad forzada, producción/tráfico de drogas, robo, etc.), incluidas sus dimensiones de género.

Como parte del compromiso por una migración ordenada, regular y segura, el Ecuador tiene como una de sus prioridades el combate a la trata de personas y el tráfico ilícito de migrantes. Estos actos delictivos están profundamente vinculados con formas contemporáneas de esclavitud, ya que las víctimas de la trata de personas pueden ser explotadas de diferentes maneras, incluyendo la explotación sexual, la esclavitud laboral, la servidumbre doméstica, la mendicidad forzada y el tráfico de órganos.

Para abordar el impacto de la trata de personas, es necesario adoptar medidas preventivas, incluyendo la sensibilización y la educación sobre sus riesgos, la identificación temprana de las víctimas y la persecución de los delitos conexos. También es importante proporcionar asistencia y apoyo a las víctimas, incluyendo la atención médica, la asistencia jurídica, la rehabilitación y la reintegración social.

En el marco internacional, el Ecuador ratificó, en el año 2002, la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, así como su Protocolo que incluye medidas para prevenir y combatir la trata de personas. En este sentido, el país ha adoptado medidas para combatir las prácticas de la delincuencia transnacional relacionadas con la captación, transporte, transferencia, acogida o recepción de personas mediante el uso de la fuerza, el engaño o la coerción con el propósito de explotación.

En esta línea, el 6 de febrero de 2023, se promulgó la Ley Orgánica contra la Trata de Personas y el Tráfico Ilícito de Migrantes. A través de esta ley, se busca prevenir y combatir la trata de personas y tráfico ilícito de migrantes, así como establecer medidas de protección, atención y asistencia a las víctimas y posibles víctimas en el territorio nacional y a los ecuatorianos en el exterior. Todo ello, mediante el respeto a los derechos humanos, el fortalecimiento de las acciones del Estado y el establecimiento de mecanismos, competencias y responsabilidades de las instituciones estatales pertinentes.

De igual forma, el país cuenta con el Plan de Acción contra la Trata de Personas en Ecuador (PACTA), una iniciativa interinstitucional que actúa sobre cuatro ejes de intervención: 1) para la prevención y promoción de derechos; 2) protección integral a las víctimas; 3) investigación y judicialización; 4) fortalecimiento de capacidades institucionales.

Según el PACTA, de los casos conocidos en Ecuador sobre trata de personas, se refleja que, el 90,4% son mujeres y el 9,6% hombres. Al desagregar por edad y sexo se encuentra que el grupo más vulnerable a ser víctimas de trata de personas son niñas, niños y adolescentes, principalmente de sexo femenino. Estos datos generan la necesidad de abordar esta problemática con un enfoque de género, lo que posibilita entender que la violencia contra las mujeres y las desigualdades de género se identifican y reconocen como causas estructurales de la trata de personas. 

De acuerdo con cifras del Ministerio de Gobierno y la Policía Nacional del Ecuador, la distribución porcentual de los casos registrados en el país muestra que el 83,8% de casos de trata de personas identificados tiene como finalidad la explotación sexual; en segundo lugar se ubica la trata con fines de explotación laboral con el 11% de los casos; y, muy por debajo, se encuentran otras modalidades como la trata de niñas, niños y adolescentes con fines de adopción ilegal o el reclutamiento forzoso para el cometimiento de actos delictivos.

Respecto a los lugares de origen de la trata de personas, las siete provincias con mayores niveles de pobreza en el Ecuador aparecen también como los lugares de origen de una gran parte de las víctimas de trata de personas. Los datos de la base unificada sobre trata de personas de la Fiscalía General del Estado y del Ministerio de Gobierno, muestran que, entre los casos de trata conocidos, la mayor parte de víctimas son originarias de la costa ecuatoriana. 

Desde una perspectiva interseccional, que permite analizar la trata de personas con los distintos enfoques de igualdad (género, intergeneracional, intercultural…) se encuentra que hay lugares donde confluyen varios factores de vulnerabilidad y riesgo. De esta forma, zonas o comunidades con altos niveles de pobreza, bajos niveles educativos y escasas oportunidades laborales y de promoción social, son territorios con una alta incidencia de trata de personas cuyos fines es la explotación laboral de niños, niñas y adolescentes (NNA). Muchas veces, estos casos no llegan a ser denunciados por la naturalización cultural y los vínculos familiares.

Determinar el número de personas afectadas por la trata y contar con estadísticas que den cuenta de la real magnitud de este problema es una dificultad que enfrentan la gran mayoría de países debido a la complejidad de este delito. Ello obedece a que la trata es una práctica delictiva y una vulneración de derechos oculta, por tanto, es poco visible socialmente; ya que solamente una parte de las víctimas, familiares u otros actores la denuncian. 

5. ¿Existen  ejemplos de medidas positivas aplicadas por organizaciones  de la sociedad civil u otras partes interesadas no gubernamentales para proteger y promover los derechos de las personas sin hogar o en riesgo de quedarse sin hogar y para evitar que sean víctimas de formas contemporáneas de esclavitud? En caso afirmativo, por favor proporcione detalles.

El Ministerio de Inclusión Económica y Social del Ecuador, en el ámbito de sus competencias, suscribe convenios de prestación de servicios para la atención al ciclo de vida con organizaciones cooperantes de la sociedad civil, Gobiernos Autónomos Descentralizados y organizaciones religiosas, entre los cuales está el servicio de atención a personas sin hogar o “habitantes de calle”. 
A través de estos convenios se brinda atención integral con acciones tendientes a fortalecer el goce de su bienestar físico, social y mental, con el objetivo de mejorar la calidad de vida de las personas que se encuentran en esta problemática. 

El servicio de atención a personas sin hogar atiende a personas mayores de 18 años en condición de habitabilidad de calle, brindándoles alojamiento, alimentación, espacios para aseo personal, actividades para el desarrollo de habilidades y destrezas, actividades para la reinserción laboral y económica, atención y tratamiento profesional.

Esta política pública se encuentra regulada en la Norma Técnica del Servicio de Atención a Personas Habitantes de Calle y Acuerdo Ministerial Nro. 26, de 29 de abril de 2021.
